AL CONSEJERO DE EDUCACIÓN, FORMACIÓN Y EMPLEO DE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA DE MURCIA
D…………………………………………………………………… con DNI…………………………. y domicilio a efectos de notificación en…………………………………………………………………………………………… se dirige al Consejero de Educación, Formación y Empleo y DICE:

Que mediante el presente escrito, y al amparo del art. 29 de la Ley 29/1998 de 13 de julio, de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, presento escrito de reclamación previa a la vía contencioso-administrativa, reclamación que se presenta contra la INACTIVIDAD de esta Consejería que constituye el IMPAGO DE LAS RETRIBUCIONES CORRESPONDIENTES A JULIO Y AGOSTO que, como docente interino no universitario dependiente de la misma, tengo pleno derecho a percibir. Esta reclamación se basa en los siguientes HECHOS Y FUNDAMENTOS DE DERECHO.
HECHOS:

PRIMERO. Durante el curso escolar 2011-2012, he sido funcionario interino docente no universitario dependiente de la Consejería de Educación, Formación y Empleo, perteneciendo al Cuerpo de ……………………………………………………….., especialidad de …………………………………………………………………… , con nº de lista……………. A lo largo del citado curso he realizado un servicio efectivo de más de cinco meses y medio, tal y como puede constatar esta Consejería consultando mi expediente.

SEGUNDO. Que, pese a lo anterior, esta Consejería ha manifestado, en boca de sus máximos responsables y a través de cartas enviadas a los distintos integrantes del cuerpo funcionarial donde me integro, su intención de negarme, junto a mis compañeros, las retribuciones antes mencionadas, y a las que tengo derecho por superar mi servicio efectivo durante el último curso escolar los cinco meses y medio, derecho que se consagra en el Apartado Sexto del Acuerdo para la provisión de puestos de trabajo de los cuerpos docentes no universitarios, en régimen de interinidad en centros dependientes de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, publicado por Resolución de 6 de mayo de 2004.
TERCERO. Que el argumento empleado por esta Consejería para negarme mis legítimos derechos retributivos no es sino que la Resolución de 20 de marzo 2012 de la Secretaría General de la Consejería de Educación, Formación y Empleo por la que se dispone la publicación en el Boletín Oficial de la Región de Murcia del Acuerdo adoptado por el Consejo de Gobierno de 24 de febrero de 2012, por el que se establecen medidas en materia de Personal Docente en la Administración Pública de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, dispone la suspensión del Apartado Sexto del Acuerdo arriba mencionado. 

CUARTO. Que, habiendo sido cesado de mi puesto el 30 de junio sin recibir las retribuciones correspondientes a julio y agosto, ha terminado de certificarse la ilícita inactividad de la Administración que pretendo recurrir.

La pretensión de esta Consejería es radicalmente contraria a Derecho, por vulnerar principios básicos de la Constitución misma, tal y como se acreditará en los siguientes

FUNDAMENTOS DE DERECHO

ÚNICO. Aplicación retroactiva de una disposición desfavorable para destruir derechos subjetivos surgidos en virtud de una disposición anterior, que resultan plenamente exigibles por haberse cumplido los requisito que daban lugar a su disfrute durante la vigencia de la norma precedente.

La dicción del Apartado Sexto del Acuerdo para la provisión de puestos de trabajo de los cuerpos docentes no universitarios, en régimen de interinidad en centros dependientes de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, publicado por Resolución de 6 de mayo de 2004, no deja lugar a dudas: todo aquel funcionario interino que haya prestado servicio efectivo durante más de cinco meses y medio, devenga automáticamente el derecho subjetivo a percibir “las retribuciones correspondientes a los meses de julio y agosto”. Pues bien, la Resolución de 29 de marzo por la que se decide suspender la vigencia del Acuerdo mencionado, publicada en tal día en el BORM, no entró en vigor hasta veinte días después de su publicación (art. 2.1 CC), momento en el cual, como resulta evidente, yo había cumplido sobradamente los cinco meses y medio de servicio efectivo que me daban derecho a las retribuciones que nos ocupan.

Consiguientemente, poseía y poseo un derecho subjetivo surgido al albur de una norma jurídica cuya suspensión sobrevenida no puede privarme del mismo. Debo en este punto recordar la diferencia entre el surgimiento de los derechos y el momento de disfrute de su contenido. Un derecho se posee desde el instante mismo en que se cumplen los requisitos para su obtención. Desde ese instante, es patrimonio inalienable de su titular, independientemente de que la norma jurídica por cuya virtud se logra, disponga que el contenido del derecho se disfrutará en fecha determinada distinta de la de su nacimiento. Durante el intervalo que se extiende desde la obtención del derecho al momento de su efectivo disfrute, el titular del mismo lo posee en todo instante, siendo irrelevante a tales efectos que, por la propia naturaleza del derecho (configurada en la norma gracias a la cual se alumbró) deba existir un plazo entre su nacimiento y el acceso a la prestación económica que habilita.
Por ello, intentar usar una norma posterior al surgimiento de un derecho subjetivo para destruirlo conlleva una vulneración de la Constitución (art. 9.3 CE), por pretenderse aplicar con carácter retroactivo una disposición desfavorable que anula derechos plenamente surgidos y devengados, titularidad de su dueño y, en consecuencia, inatacables. En este sentido, la STC 99/1987 (FJ 16) deja absolutamente claro que se produce una violación del art. 9.3 CE cuando una norma jurídica posterior “incide sobre «relaciones consagradas» y «afecta a situaciones agotadas»; lo que se prohíbe en el art. 9.3 es la retroactividad entendida como incidencia de la nueva Ley en los efectos jurídicos ya producidos de situaciones anteriores”. En el mismo sentido, vid. STC 108/1986, de 29 julio, y STC, 199/1990, de 10 diciembre 1990.
Posteriormente, el Tribunal Supremo ha clasificado los diferentes grados de retroactividad que puede tener una norma, a efectos de su posible incompatibilidad con el art. 9.3 CE. En este sentido, la STS de 14 de noviembre de 2011, expone lo siguiente:

 En este punto debe recordarse la ya reiterada distinción, que, de acuerdo con la doctrina del Tribunal Constitucional -que arranca de la STC 6/1983, de 4 de febrero - , y se recoge en sentencia de esta Sala y Sección de veintiuno de noviembre de dos mil seis, recurso de casación 5277/2004 , y otras anteriores de otras secciones , sobre la clasificación de la retroactividad de las normas. Y así, ha de distinguirse entre una retroactividad de grado máximo "cuando se aplica la nueva norma a la relación o situación básica creada bajo el imperio de la norma antigua y a todos sus efectos consumados o no", una retroactividad de grado medio "cuando la nueva norma se aplica a los efectos nacidos con anterioridad pero aún no consumados o agotados" y una retroactividad de grado mínimo "cuando la nueva norma sólo tiene efectos para el futuro aunque la relación o situación básica haya surgido conforme a la anterior".
Una simple lectura de la citada sentencia, evidencia que la negación de mis retribuciones de julio y agosto implica una retroactividad de grado máximo de la Resolución que inaplica el Acuerdo en que baso mi derecho, pues destruye la relación jurídica existente, viola mi derecho subjetivo a recibir mis nóminas y anula todos los efectos (que aun no han sido consumados) de la relación jurídica citada. Es decir, la posición de esta Consejería choca de forma directa y absoluta con el art. 9.3 CE.

Por todo lo anterior,
SOLICITO que se corrija la inactividad de la Administración que constituye el impago de mis retribuciones correspondientes a julio y agosto, abonándoseme durante el mes de julio las citadas cantidades. De lo contrario, y una vez transcurridos los plazos legalmente previstos, acudiré a la vía contencioso-administrativa, exigiendo las cantidades adeudadas junto con sus correspondientes intereses de demora, devengados de acuerdo con los arts. 20 y 24 del Decreto Legislativo 1/1999, de 2 de diciembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Hacienda de la Región de Murcia.

En Murcia, a 6 de julio de 2012
